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Según indicaciones de la Secretaría General y del Servicio de Recursos humanos de la UPV se informa a los miembros de las comisiones del programa de recualificación sobre los conflictos de interés y otras causas de parcialidad que pueden afectan a su participación en dichas comisiones.

La Constitución establece el principio de legalidad e imparcialidad para los poderes públicos y el de objetividad para la Administración, pues la Administración debe servir con objetividad los intereses generales y actuar de acuerdo a principios como el de eficacia, jerarquía, descentralización y con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho (art. 103.1). Ambos principios obligan, además de al Gobierno de la Nación, a los miembros de los gobiernos locales y autonómicos y a todos sus empleados públicos. 
Con carácter general, en las comisiones de selección de personal, la Constitución fija el principio de que se someta exclusivamente al ordenamiento Jurídico como criterio de juicio, con sujeción estricta a la Ley, estableciendo el Tribunal Constitucional que la imparcialidad esta dirigida a asegurar que la pretensión sea resuelta por un tercero ajeno a las partes y a los intereses en litigio y que por lo tanto la decisión no venga orientada por antipatías o simpatías personales o ideológicas o por otros motivos ajenos a la aplicación de la normativa .
Por ello hay que atender a dos vertientes fundamentales:
-parcialidad subjetiva –relación personal entre la autoridad, empleados públicos y las partes del proceso.
-parcialidad objetiva-interés de la autoridad, empleados públicos, para que la decisión del expediente favorezca su aspiración ajena a los principios de mérito y capacidad. 
1.MOTIVOS ABSTENCIÓN EN LAS COMISIONES DE SELECCIÓN.
Vienen recogidos en el Artículo 23. de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
1. Las autoridades y el personal al servicio de las Administraciones en quienes se den algunas de las circunstancias señaladas en el apartado siguiente se abstendrán de intervenir en el procedimiento y lo comunicarán a su superior inmediato, quien resolverá lo procedente. 
2. Son motivos de abstención los siguientes:
 a) Tener interés personal en el asunto de que se trate o en otro en cuya resolución pudiera influir la de aquél; ser administrador de sociedad o entidad interesada, o tener cuestión litigiosa pendiente con algún interesado.
 b) Tener un vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable y el parentesco de consanguinidad dentro del cuarto grado o de afinidad dentro del segundo, con cualquiera de los interesados, con los administradores de entidades o sociedades interesadas y también con los asesores, representantes legales o mandatarios que intervengan en el procedimiento, así como compartir despacho profesional o estar asociado con éstos para el asesoramiento, la representación o el mandato. 
En el ámbito Universitario se entiende que se incurre en esta causa cuando existe una vinculación profesional entre el empleado público y el interesado en el procedimiento mediante el cual se ofrezcan servicios a terceros de asesoramiento, bien mediante compartir despacho u otras fórmulas asociativas.
c) Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas mencionadas en el apartado anterior. 
En el ámbito Universitario las relaciones de colaboración, coexistencia y participación en actos y vida académica no es causa de abstención (compañerismo entre los profesores de un mismo Centro, Departamento, coautoría de libros y artículos…)
d) Haber intervenido como perito o como testigo en el procedimiento de que se trate.
En el ámbito Universitario se ha asimilado a esta causa el supuesto planteado cuando un miembro de la comisión había emitido informe desfavorable sobre el candidato en actuaciones anteriores relacionadas con las actuaciones de la comisión de valoración o selección. 
 e) Tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada directamente en el asunto, o haberle prestado en los dos últimos años servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar.
No se encuentra incluido en este supuesto que el miembro de la comisión sea o haya sido superior jerárquico de un aspirante o solicitante.
3. Los órganos jerárquicamente superiores a quien se encuentre en alguna de las circunstancias señaladas en el punto anterior podrán ordenarle que se abstengan de toda intervención en el expediente.
 4. La actuación de autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas en los que concurran motivos de abstención no implicará, necesariamente, y en todo caso, la invalidez de los actos en que hayan intervenido.
 5. La no abstención en los casos en que concurra alguna de esas circunstancias dará lugar a la responsabilidad que proceda.
2.MOTIVOS DE RECUSACION EN LAS COMISIONES DE SELECCIÓN.
De otra parte, en el artículo 24 de la misma normativa se regulan los motivos por los cuales un miembro integrante de las comisiones de selección y valoración puede ser recusado.
 1. En los casos previstos en el artículo anterior, podrá promoverse recusación por los interesados en cualquier momento de la tramitación del procedimiento.
 2. La recusación se planteará por escrito en el que se expresará la causa o causas en que se funda. 
3. En el día siguiente el recusado manifestará a su inmediato superior si se da o no en él la causa alegada. En el primer caso, si el superior aprecia la concurrencia de la causa de recusación, acordará su sustitución acto seguido. 
4. Si el recusado niega la causa de recusación, el superior resolverá en el plazo de tres días, previos los informes y comprobaciones que considere oportunos. 
5. Contra las resoluciones adoptadas en esta materia no cabrá recurso, sin perjuicio de la posibilidad de alegar la recusación al interponer el recurso que proceda contra el acto que ponga fin al procedimiento. 
3.DEBERES DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS. 
De otra parte, es importante poner en relación el código de conducta establecido para todos los empleados públicos en el artículo 52 y siguientes del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido del estatuto básico de los empleados públicos: 
Los empleados públicos deberán desempeñar con diligencia las tareas que tengan asignadas y velar por los intereses generales con sujeción y observancia de la Constitución y del resto del ordenamiento jurídico, y deberán actuar con arreglo a los siguientes principios: objetividad, integridad, neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, dedicación al servicio público, transparencia, ejemplaridad, austeridad, accesibilidad, eficacia, honradez, promoción del entorno cultural y medioambiental, y respeto a la igualdad entre mujeres y hombres, que inspiran el Código de Conducta de los empleados públicos configurado por los principios éticos y de conducta regulados en los artículos siguientes.

En el mismo sentido se pronuncia el art. 97 de la Ley 4/2021, de 16 de abril, de la Función Pública Valenciana.
4.PRINCIPIOS ÉTICOS DE LOS EMPLEADOS PUBLICOS.
En este sentido haremos mención de los principios éticos que deben regir en las actuaciones de los empleados públicos y que afectan directamente a los miembros integrantes de las comisiones de selección y valoración.
1. Los empleados públicos respetarán la Constitución y el resto de normas que integran el ordenamiento jurídico.
2. Su actuación perseguirá la satisfacción de los intereses generales de los ciudadanos y se fundamentará en consideraciones objetivas orientadas hacia la imparcialidad y el interés común, al margen de cualquier otro factor que exprese posiciones personales, familiares, corporativas, clientelares o cualesquiera otras que puedan colisionar con este principio.
3. Ajustarán su actuación a los principios de lealtad y buena fe con la Administración en la que presten sus servicios, y con sus superiores, compañeros, subordinados y con los ciudadanos.
4. Su conducta se basará en el respeto de los derechos fundamentales y libertades públicas, evitando toda actuación que pueda producir discriminación alguna por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo, orientación sexual, religión o convicciones, opinión, discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.
5. Se abstendrán en aquellos asuntos en los que tengan un interés personal, así como de toda actividad privada o interés que pueda suponer un riesgo de plantear conflictos de intereses con su puesto público.
6. No contraerán obligaciones económicas ni intervendrán en operaciones financieras, obligaciones patrimoniales o negocios jurídicos con personas o entidades cuando pueda suponer un conflicto de intereses con las obligaciones de su puesto público.
7. No aceptarán ningún trato de favor o situación que implique privilegio o ventaja injustificada, por parte de personas físicas o entidades privadas.
8. Actuarán de acuerdo con los principios de eficacia, economía y eficiencia, y vigilarán la consecución del interés general y el cumplimiento de los objetivos de la organización.
9. No influirán en la agilización o resolución de trámite o procedimiento administrativo sin justa causa y, en ningún caso, cuando ello comporte un privilegio en beneficio de los titulares de los cargos públicos o su entorno familiar y social inmediato o cuando suponga un menoscabo de los intereses de terceros.
10. Cumplirán con diligencia las tareas que les correspondan o se les encomienden y, en su caso, resolverán dentro de plazo los procedimientos o expedientes de su competencia.
11. Ejercerán sus atribuciones según el principio de dedicación al servicio público absteniéndose no solo de conductas contrarias al mismo, sino también de cualesquiera otras que comprometan la neutralidad en el ejercicio de los servicios públicos.
12. Guardarán secreto de las materias clasificadas u otras cuya difusión esté prohibida legalmente, y mantendrán la debida discreción sobre aquellos asuntos que conozcan por razón de su cargo, sin que puedan hacer uso de la información obtenida para beneficio propio o de terceros, o en perjuicio del interés público.
5.CONFLICTOS DE INTERESES
De otra parte, nos encontramos con la expresión conflictos de intereses, que viene a reflejar lo anteriormente especificado, pero para la cual no hay una definición consensuada en todos los ámbitos.
Viene a recogerse como un conflicto entre el deber y los intereses privados de un empleado público cuando el empleado tiene a título particular intereses que podrían influir indebidamente en la forma correcta de ejercicio de sus funciones y responsabilidades oficiales (definición OCDE)

El conflicto de interés puede ser aparente o potencial y ambos deben de tenerse en consideración. Al final es un uso indebido del cargo público. Y por ello está conectado al código de conducta y principios éticos establecidos en el Estatuto básico del empleado público y la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones Públicas.

EL CÓDIGO DE GESTIÓN DE CONFLICTO DE INTERESES EN INVESTIGACIÓN EN LA UNIVERSITAT POLITÈCNICA DE VALÈNCIA, APROBADO POR EL CONSEJO DE GOBIERNO EL DÍA 9 DE NOVIEMBRE DE 2012 define el conflicto de intereses como “esa situación en la que un interés económico, profesional o personal puede poner en peligro la objetividad del investigador y el compromiso con la buena práctica científica, así como el comportamiento leal y el buen uso de los recursos de la Universitat utilizados…./ 

Las implicaciones de estos conflictos no solo afectan a la recolección, análisis e interpretación de datos, sino también a la contratación de colaboradores, adquisición de materiales, participación en los resultados, elección de protocolos, implicación participante humanos y el uso de métodos estadísticos.
Las conductas no aceptables se concretan en el apartado III del mismo acuerdo.

Además, incluimos criterios alineados con los del Ministerio de Ciencia e Innovación para la evaluación de propuestas científicas de la AEI, que realiza un tratamiento de los conflictos de intereses que es similar al que se utiliza en las agencias de otros países y en la Comisión Europea.
En general, no deben participar en la evaluación los expertos que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones respecto a alguno de los solicitantes:
• Ser familiar (con un grado próximo)
• Ser director de tesis doctoral del solicitante (defendida en los últimos 10 años)
• Colaborar en publicaciones o patentes en los últimos 5 años
• Tener relación contractual o compartir fondos o proyectos de investigación en los últimos 3 años
• Con situaciones similares en otras actividades económicas o científico tecnológicas
• Haber sido recusado por alguno de los solicitantes o presentar amistad o enemistad manifiesta con alguno de los solicitantes.
• Pertenecer al grupo de investigación receptor

Por ello, los miembros integrantes de las comisiones de selección y valoración, en el supuesto de que se encuentren en algunas de las causas de abstención y/o conflictos de intereses, DEBERAN ABSTENERSE DE ACTUAR en los procedimientos, comunicándolo así, a través de la declaración contenida en el ANEXO I.

Los miembros integrantes de las comisiones de selección y valoración  que no se encuentren incursos  en ninguna de las causas previstas legalmente, ni mantengan conflicto de intereses, deberán firmar la declaración incluida en el ANEXO II.









ANEXO I


D./Dª					

declara que:

habiendo sido designado/a como miembro Titular de la Comisión del ámbito de 					para evaluar las solicitudes de ayudas de las modalidades Margarita Salas, Recualificación de profesorado y María Zambrano, de la convocatoria de la Universitat Politècnica de València (de fecha 1 de julio de 2021), convocada en el marco de las ayudas para la recualificación del sistema universitario español, financiadas por la Unión Europea (Next Generation EU) a través del Ministerio de Universidades (Real Decreto 289/2021 y Orden Ministerial UNI 551/2021), y siendo conocedor/a de la lista definitiva de admitidos para ser evaluados en dicha comisión, SE ABSTIENE de formar parte de dicha Comisión, por existir conflicto de intereses y/o encontrarse incurso/a en la siguiente causa de abstención recogida en el art. 23 ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público:

-----------------------------------------------------------------------------------------------
 

En 				a 	de septiembre de 2021


Fdo:
 




ANEXO II


D./Dª 				

declara que:

habiendo sido designado/a como miembro Titular de la Comisión del ámbito de 						para evaluar las solicitudes de ayudas de las modalidades Margarita Salas, Recualificación de profesorado y María Zambrano, de la convocatoria de la Universitat Politècnica de València (de fecha 1 de julio de 2021), convocada en el marco de las ayudas para la recualificación del sistema universitario español, financiadas por la Unión Europea (Next Generation EU) a través del Ministerio de Universidades (Real Decreto 289/2021 y Orden Ministerial UNI 551/2021), y siendo conocedor de la lista definitiva de admitidos para ser evaluados en dicha comisión, NO SE ENCUENTRA INCURSO/A en ninguna de las causas de abstención recogidas en el art. 23 ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, ni mantiene conflicto de intereses con ninguna de las personas admitidas para participar en esta convocatoria y cuya solicitud deba evaluar.


En 				a 	de septiembre de 2021


Fdo:
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